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DELEGADO 

DE Señor Representante Carlos Enciso Christiansen. 

SECTOR: 

INVITADOS: Director General del Ministerio de Relaciones Exteriores, Embajador José Luis Cancela. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Está abierto el acto. 


Tal como lo había resuelto, y a la luz de la proposición no de ley que por unanimidad la Comisión de Asuntos 
Internacionales del Congreso español -que tiene el aval del mismo Congreso- emitiera el 21 de diciembre del 
año pasado en la que se planteaba al Poder Ejecutivo español, entre varios considerandos, la necesidad de 
recrear, a la luz del Tratado de 1992, el Grupo de Alto Nivel para que en un período de cuatro meses -que se 
cumplía en abril- pudieran reunirse con la contraparte uruguaya a los efectos de encontrar soluciones para el 
ingreso, residencia y trabajo de los uruguayos de acuerdo con la condición más favorable -como decía el 
texto en cuya redacción tuvimos oportunidad de colaborar el 21 de diciembre en Madrid-, esta Comisión, 
preocupada por la situación de los compatriotas que residen en España, invitó a concurrir al Director General 
de la Cancillería, Embajador José Luis Cancela, uno de los protagonistas de esta reunión del Grupo de Alto 
Nivel. A la vez, se pone a las órdenes de Cancillería para continuar las gestiones parlamentarias que sean 
necesarias, si alguna corresponde. Le agradecemos que esté aquí para informarnos, en la medida de lo 
posible, sobre lo que ha ocurrido, y si se llegó a algún acuerdo, es decir, acerca de todo lo relativo a esta 
reunión. 


Le damos la bienvenida, y, simultáneamente, la palabra. 


SEÑOR CANCELA.- Buenas tardes. 


En primer lugar, agradezco a la Comisión por brindarme esta oportunidad de poder informar acerca de lo que 
hemos tratado con las autoridades españolas en relación a este tema que preocupa a todos y que tiene que ver 
con la situación de nuestros compatriotas en el Reino de España. 


Efectivamente, en cumplimiento de la proposición no de ley del Congreso de los Diputados del 21 de 
diciembre de 2005, las autoridades de ambos países nos pusimos en contacto a través de las comunicaciones 
diplomáticas correspondientes y fijamos para el pasado 27 de abril la reunión de la Comisión de Alto Nivel 
prevista en el Tratado de 1992 para abordar este tema. 


Quiero señalar que mi primer encuentro fue el 25 de abril con el Secretario de Estado para Iberoamérica, don 
Bernardino León, quien, lamentablemente, no podía estar presente en la reunión de la Comisión ya que no 
estaba en territorio español en esa fecha. No obstante, tuvimos esta entrevista en la cual manifestó la 
disposición de la Administración española de buscar, como dice la proposición no de ley, las condiciones más 
favorables para el tratamiento de la situación de los uruguayos en España. 


Frente a esto, yo le reiteré la posición del Gobierno uruguayo, realizando estas gestiones en representación 
del señor Canciller que, lamentablemente, no pudo asistir a esta reunión porque tenía otros compromisos. Le 
manifesté la posición tradicional del Uruguay en el sentido de que entendemos que los permisos de residencia 
y de trabajo para el caso de los ciudadanos uruguayos deberían regularse por las disposiciones pertinentes del 
Tratado de 1870. 


Esta es una posición conocida por la Administración española y el Secretario de Estado nos reiteró la 
posición tradicional de España con respecto a este asunto, no obstante lo cual señaló su disposición para 
encontrar, dentro de los márgenes de la legalidad establecida, aquellos mecanismos que nos permitieran 
afrontar favorablemente estos hechos. 


Como prueba de su interés, me pidió que antes de mi partida de España volviera a comunicarme con él para 
informarle de los resultados de esta reunión y ver cómo podíamos encaminar estos trabajos. Posteriormente, 
el 26 de abril mantuve un almuerzo de trabajo con aquellos miembros del Congreso de Diputados de España 
que habían impulsado esta proposición no de ley, concretamente, con don Rafael Estrella, del Partido 
Socialista Obrero Español, con el Diputado López Medel del Partido Popular, y con la Diputada María Olaia 
Fernández Dávila, del Bloque Nacionalista Galego. 


En esta ocasión tuvimos oportunidad de intercambiar ideas sobre el tema. Ellos reiteraron la voluntad del 
Congreso de los Diputados de seguir muy de cerca la evolución de estos hechos, y nos manifestaron la 
disposición de ese Cuerpo a hacer un seguimiento cercano de la evolución de estos trabajos, así como 
también para, eventualmente, volver a tratar el asunto en el Congreso, si así lo requiere la situación. 


Posteriormente, el 27 de abril mantuvimos una reunión de alto nivel en la que estuvo el Director General de 
Asuntos Consulares de la Cancillería española acompañado por el Director General de Política Exterior para 
Iberoamérica y otros funcionarios del área consular, la Directora de Jurídica de la Cancillería española, la 
Directora General del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, el Subdirector General y varios de los 
funcionarios a su cargo. 


Nosotros comenzamos exponiendo la posición de Uruguay sobre la vigencia del Tratado de 1870 con 
respecto a la regulación de la entrada y trabajo de los ciudadanos uruguayos. La Directora General de 
Jurídica de la Cancillería española contestó nuestra posición exponiendo sus puntos de vista tradicionales en 
el sentido de que España considera que el Tratado de 1870 está vigente -no discute su vigencia, entre otras 
cosas, porque es un tratado de reconocimiento, paz y amistad-, pero en cuanto al artículo 8”, que refiere a 
permisos de trabajo y residencia, interpretan que los instrumentos posteriores que hay entre España y 
Uruguay, que son un canje de notas para supresión de visas y el Tratado de 1992, remiten a las legislaciones 
nacionales en cuanto a la reglamentación de este derecho. Por lo tanto, ellos entienden que resultan de 
aplicación la ley española y la ley comunitaria en lo pertinente. 


No obstante, dado que, como ustedes saben y es de público conocimiento, estos hechos han sido objeto de 
pronunciamiento por parte de la jurisdicción contencioso administrativa española y hay sentencias que 
confirman el punto de vista de la autoridad uruguaya, también -según nos manifestaron- hay alguna sentencia 
en sentido contrario, es decir, que recoge la posición española. En función de estos elementos, ellos habían 
decidido pedir al Tribunal Supremo un recurso de unificación de doctrina; esto es: no un pronunciamiento 


para un caso concreto, sino que el Tribunal Supremo se expida sobre la doctrina que resulta de aplicación 
para este tema con un criterio único. Obviamente, estamos ante una acción que compete solamente al Estado 
español; no tiene ningún efecto para el Uruguay, que sigue manteniendo su posición tradicional en este punto. 


Sí es importante -y me preocupé de aclararlo específicamente durante la reunión- el hecho de que el 
pronunciamiento del Tribunal Supremo tiene carácter vinculante para la Administración española. Tal como 
fue dicho en la reunión, cualquiera sea su contenido, la Administración española seguirá el criterio que 
establezca el Tribunal Supremo. Este fallo aún no ha sido emitido; estamos a la espera de que próximamente 
haya una resolución al respecto. 


En el contexto de esta discusión jurídica hubo también algunas referencias a la cláusula de la nación más 
favorecida, establecida en el Tratado de 1870, respecto de la que la Directora de Jurídica sostuvo que parte de 
la jurisprudencia española confundía con el trato nacional, porque alguna sentencia dice que en función de la 
cláusula de la nación más favorecida debe darse a los ciudadanos uruguayos igual trato que a los españoles. 
Esta es una disposición que hace más al trato nacional que a la cláusula de la nación más favorecida. Según 
nos decía, de acuerdo con la correcta interpretación de esta cláusula habría que ver los convenios de España 
con terceros países. Entonces, en el marco de los países europeos la cláusula tampoco sería de aplicación 
porque, como es sabido, cuando un país forma parte de un proceso de integración -como España en la Unión 
Europea-, esto excepciona de la aplicación de la cláusula. Agregó que habría que ver el caso de países en 
condiciones similares a Uruguay. 


Frente a esto, me permití recordar el caso de Chile y Perú, que tienen tratados de doble nacionalidad suscritos 
en 1959, y que son países que pueden ser asimilables a Uruguay. En este caso sí resultaría de aplicación la 
cláusula de la nación más favorecida. Al respecto, la Administración española reconoció que este punto 
merecía ser objeto de su estudio, porque efectivamente el principio de la cláusula juega en este caso pero, 
dado que eran tratados de doble nacionalidad, en los artículos también había remisión a las legislaciones 
nacionales, por lo cual no variaría el punto sustantivo en cuanto a la necesidad de reglamentación. Esto fue 
dicho en un primer análisis; las autoridades españolas quedaron en profundizar este punto. 


Un elemento que utilicé como argumento central de toda esta discusión jurídica fue que si bien había un 
reenvío a la reglamentación por las respectivas legislaciones nacionales y, obviamente, no puede ser discutido 
el derecho de los Estados a reglamentar el ejercicio de un derecho, esta reglamentación no puede llegar a un 
punto tal de abortar el ejercicio mismo del derecho, porque entonces estaríamos suprimiendo, por vía de la 
reglamentación, el propio derecho y, según la interpretación uruguaya, lo que el Tratado de 1870 consagra es 
un derecho que, obviamente, puede ser reglamentado pero no suprimido por una reglamentación. 


Culminada esta discusión de carácter jurídico y expuestas con claridad las posiciones de ambas partes, la 
Administración española planteó la existencia de esta proposición no de ley del Congreso de Diputados, y 
reiteró su voluntad de encontrar condiciones favorables para los ciudadanos uruguayos que están en territorio 
español; este era el objetivo central de la reunión. 


A este respecto -reitero, manteniéndose cada una de las partes en su posición en cuanto al fondo del asunto-, 
comenzamos a intercambiar ideas sobre posibles mecanismos para atender, en las condiciones más favorables 
-tal como dice la proposición no de ley-, la situación de los compatriotas. 


En concreto, establecimos un acuerdo por el cual nos comprometimos, a través de nuestros Consulados y de 
las asociaciones de uruguayos en España, a hacer un relevamiento de todos aquellos compatriotas que no han 
sido comprendidos por el reciente proceso de regularización. 


Como ustedes saben, hubo un proceso de regularización en el cual aproximadamente diez mil uruguayos 
regularizaron su situación. Tengo las cifras exactas: hubo 10.650 solicitudes, se aprobaron 9.657 y 494 fueron 
denegadas. 


Nosotros vamos a hacer un relevamiento que incluya a estas 494 personas que vieron denegada su solicitud y 
a aquellas personas que residen en territorio español y que no se presentaron al proceso de regularización. 


Según nos informaron, la Administración española se comprometió a recibir estos datos y a analizarlos caso 
por caso, con un criterio de amplitud, obviamente, dentro del respeto de la legislación vigente. 


Este es un mecanismo concreto, que se acordó en esta reunión y que se convino instrumentar a través de 
nuestro Consulado General en Madrid y de la Dirección General de Trabajo de España. 


Asimismo, intercambiamos opiniones sobre la situación de aquellos compatriotas que todos los días 
continúan llegando a territorio español. Quedamos en pensar, para futuras instancias, mecanismos que nos 
permitan considerar estas situaciones de la mejor manera posible para los implicados. 


Esta es la presentación general de los distintos puntos que se han abordado. 


Puedo decirles que hace unos minutos hablé con nuestra Cónsul General en Madrid. En el día de ayer tuvo 
lugar una reunión con las autoridades del Ministerio de Trabajo y, efectivamente, se acordó un formulario que 
requiere algunos datos mínimos, elementales, con los cuales se va proceder a hacer el relevamiento a través 
de nuestros Consulados y con la ayuda de las asociaciones de compatriotas. Esto será presentado al 
Ministerio de Trabajo. Luego, a través de las distintas delegaciones de Gobierno se presentarán las solicitudes 
de regularización de la situación de residencia y de trabajo, que serán analizadas caso por caso. 


Para resumir, quiero decir que desde el punto de vista jurídico hay una posición muy clara. También hay una 
buena disposición de la Administración española a trabajar en mecanismos concretos que puedan ayudar a la 
situación de los compatriotas. No se me escapa que estos mecanismos pueden ser muy modestos, pero creo 
que todo lo que hagamos para solucionar la situación, aunque sea de un compatriota, es bienvenido. Creo que 
tenemos la obligación de trabajar en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa aclara que si se considera oportuno, se puede suspender la toma de 
la versión taquigráfica. 


SEÑOR TROBO.- En primer lugar, agradezco la presencia del Embajador Cancela. 


También quiero expresar beneplácito por el hecho de que se haya podido recomenzar el diálogo con la 
autoridad española respecto de este tema que a todos nos importa mucho. 


Asimismo, deseo señalar que es muy importante que, sin perjuicio de que Uruguay mantenga -como 
corresponde- su posición histórica respecto de la vigencia del Tratado y reclame por las vías que corresponda, 
la puesta en marcha de un mecanismo en paralelo que permita mitigar la angustia que nuestros compatriotas 
tienen hoy en día en España -en circunstancias que seguramente son todas muy particulares y especiales-, es 
un grado de avance importante. Sin perjuicio de que esa no sea la solución definitiva, tenemos que elogiar la 
buena voluntad que se ha puesto en este tema en esta circunstancia. 


Precisamente, ayer, cuando aprobábamos en Cámara un reconocimiento del Parlamento uruguayo al 
Parlamento español por la decisión del 21 de diciembre, hice referencia a esta reunión. Uno no puede decir 
que se trata exclusivamente de la voluntad española, porque Uruguay es parte de esta Comisión y reclama su 
constitución. No obstante, un hecho determinante muy importante fue el apoyo político recibido de todos los 
sectores políticos españoles al reclamo de Uruguay en este tema. 


Entonces, todos los pasos que dé la Cancillería en lo que respecta al diálogo binacional para llevar adelante 
un mecanismo de solución de los problemas individuales que se van presentando y la eventual solución del 
problema de fondo, que es el reconocimiento de la plenitud de la vigencia del Tratado y la operación política 
que permita que haya un estado de ánimo positivo al respecto, es algo que nos tiene que comprometer a 
todos. Creo que en esto no hay dudas. Hemos actuado en ese sentido y nos parece que en el futuro debemos 
hacerlo en esa misma línea. 


A raíz de esta primera reunión se abre una perspectiva en dos planos diferentes. Uno, es el plano del 
tratamiento de nuestros compatriotas que han presentado solicitud de radicación y les ha sido negada. 


El 3 de mayo la Cancillería emitió un comunicado que decía que el Gobierno del Presidente español se 
comprometía a estudiar caso a caso y a ver cómo se podía facilitar la regularización del mayor número de 
inmigrantes uruguayos. A su vez, informaba que el Embajador Cancela explicaba que Uruguay se 
comprometía a contabilizar el número de uruguayos indocumentados residentes en España. 


La primera parte de la nota me parece un avance muy importante. Hay 490 compatriotas que vieron frustrado 
su deseo, y ahora esa revisión -que esperamos se haga con otros ojos- puede resolver su problema. 


Por otra parte, tengo expectativas positivas pero también dudas respecto del otro mecanismo, que es el de la 
registración de los compatriotas, porque la apertura de un registro pone al individuo frente a la duda o a la 
dificultad de comprender cuál es el fin. Ustedes saben mejor que yo que en estos temas de la emigración hay 
un fenómeno que es el individuo y su conciencia, y su responsabilidad cuando dice: "¿Me presento o no? 
¿Me pongo en conocimiento de la Administración y, por tanto, ya soy sujeto de que se me apliquen medidas 
en cualquier momento? ¿En qué medida puedo confiar en que esa buena voluntad de la autoridad se va a 
poner de manifiesto no expulsándome sino facilitándome lo que sea posible para que me pueda quedar?". 
Debemos tener en cuenta que esos compatriotas tienen el propósito de quedarse allí. 


En ello veo un problema. Si podemos tener un elemento más, bien; si no, confiemos en que se procurará que 
ello sea posible. Francamente, tengo alguna preocupación con respecto a si el registro que Uruguay se 
comprometió a hacer puede ser eficaz como para ser representativo de ese universo de personas, porque las 
cifras que hemos leído en la prensa, que hemos recogido de informaciones de la autoridad española, nunca 
son ciertas. Uno no puede decir: hay siete mil, hay diez mil, hay tres mil, hay once mil; en realidad no 
sabemos cuántos son. Ese es un problema que -si es posible- me gustaría conocer un poco más en 
profundidad; de lo contrario, lo dejaremos para otra instancia. 


Creo que en esto debemos tener cuidado de no generar expectativas, porque la gente dice: "Ahora, ¡viva la 
pepa para los uruguayos! Se resolvió el problema; no hay más problema", y entonces tenemos un problema 
agregado; nosotros, que tenemos que ser prudentes para que el tema se resuelva, levantamos el fuego y 
complicamos la cosa. Si es posible, me gustaría tener algún comentario al respecto; si no, esperemos a que 
las cosas vayan resolviéndose por esta vía o que esto vaya ayudando. 


Creo -el otro día lo decíamos en la Comisión, y sin perjuicio de que después forme parte de conversaciones 
más reservadas- que Uruguay tiene... ya que España admite que hay quien le puede decir que tiene que actuar 
de determinada manera... ya no es la posición histórica de: "No estamos de acuerdo", "El Tratado no está 
vigente porque además lo derogó el del 92". 


Al respecto quisiera formular una pregunta al Embajador Cancela. Vi que, por lo menos, no se mencionaba 
ese argumento que se usaba siempre, que era: el de 1992 derogó el de 1870. Me parece que es importante que 
no se haya mencionado. Si no se mencionó es un paso muy importante, porque en cuestiones diplomáticas lo 
que se dice es importante y lo que no se dice también. Entonces, que no se haya insistido con ese tema, me 
parece relevante. 


En buena medida, en este camino que Uruguay está siguiendo, sin dejar de lado su reclamo histórico y sin 
que lo vaya a dejar bajo ninguna circunstancia, es evidente que hay un paso que por lo menos tiene otra 
expectativa: si el Tribunal Supremo español determina una visión de la vigencia del Tratado, la autoridad 
española se sometería -como corresponde en todo Estado de derecho- a esa decisión. No es un litigio entre 
Uruguay y España que se va a resolver en el Tribunal Supremo, pero no hay ninguna duda de que es una 
decisión jurisdiccional del ámbito del Derecho para la cual tengo la sensación de que Uruguay debería 
ejercitar -por lo menos intelectualmente- la mayor cantidad de argumentaciones; es decir que debemos 
prepararnos, pero no para influir en la decisión. Considero que estamos en una especie de juicio en el cual 
una parte es Uruguay, que reclama la vigencia de un Tratado, y otra es España, que le pregunta al Supremo 
Tribunal que determine qué es lo que tiene que hacer. En ese ejercicio, entiendo que habría que consultar, 
conversar con especialistas uruguayos en temas de Derecho Internacional para que todos podamos servirnos 
de sus conocimientos, de sus experiencias y, en cierta medida, hagamos fuerza, aunque sea fuerza espiritual, 
moral, intelectual para decir: "señores, tenemos la razón". Pero me parece que debemos comprometer 
inteligencia -que nuestro Uruguay la tiene y mucha- en las ramas del Derecho y, especialmente, en el 
Derecho Internacional, para que un día nos encontremos con que la razón nos la han dado en un ámbito ajeno 
a la jurisdicción del Derecho Internacional, pero que es muy importante para Uruguay. Con esto quiero decir 
que debemos continuar el compromiso colectivo que hay en este desafío que Uruguay tiene y por ahí puede 
haber algunos elementos que nos ayuden a todos a encontrar esa salida o esa decisión que pueda resolver el 
litigio diplomático que puede durar años, porque si dependemos exclusivamente de la voluntad de la 
contraparte y la contraparte no quiere compartir la posición del Uruguay, esto seguirá siendo un problema 
que no vamos a resolver. 


Como la solución definitiva no es el régimen transitorio que se ha creado sino que es la otra, creo que 
tenemos que avanzar en la primera, tener claro a dónde nos puede llevar y, por otro lado, procurar la solución 
definitiva por la vía que está planteada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida al colega, señor Diputado Scavarelli, que supongo está 
supliendo al señor Diputado Abdala, quien se encuentra en una misión en la Unión Interparlamentaria 
Mundial, en la República de Kenia. 


SEÑORA CHARLONE.- Quiero dar la bienvenida al señor Embajador José Luis Cancela para tratar 
un tema que nos ha ocupado mucho a todos. Creo que tanto desde la Cancillería como desde el 
Parlamento, cada uno en sus ámbitos respectivos, se ha actuado realmente bien; lo señalábamos ayer 
en el plenario. 


En el punto en que están las negociaciones me queda claro lo que se planteaba, es decir, que se están 
recorriendo dos pistas. Una, formal, que es la posición que tiene el país de reivindicar la vigencia del Tratado 
de 1870, con una instancia decisiva que ha de ser el fallo del Supremo Tribunal, que es vinculante, y en ese 
entretanto, ver cuáles son los caminos que se pueden ir explorando para encontrar una solución, sino 
definitiva, por lo menos para paliar las condiciones más negativas de lo que podría ser la no aplicación del 
Tratado en el caso de los uruguayos que quedaron fuera de los mecanismos de regularización. 


Quisiera formular algunas preguntas. En primer lugar, me gustaría saber cuánto tiempo se estima que pueda 
demorar el laudo de este Tribunal, porque siendo una resolución vinculante, el tema no es menor. 


No conozco el mecanismo, pero desearía saber si desde el punto de vista formal hay posibilidades de que, de 
alguna manera, Uruguay fundamente su posición frente al Tribunal o si simplemente esta es una solicitud que 
se hace por parte de las autoridades españolas y no habría oportunidad de que la contraparte tuviera 
posibilidades formales en las instancias jurisdiccionales de presentar o de defender el caso. 


Por otro lado, en este mecanismo de negociación que se va creando, que incluiría a estos cuatrocientos 
noventa y cuatro uruguayos que no habrían quedado regularizados, cuando se dice que se va a estudiar caso a 
caso, ¿cuáles serían los criterios por los cuales se podría habilitar una solución favorable si no están 
comprendidos en la ley de extranjería y no se reconoce el Tratado de 1870? Y, de alguna manera, si esto 
también es válido para los que se registren. En el caso a caso, ¿cuál sería el criterio para decir: este sí, este 
no? ¿Cuál sería el marco legal que estaría regulando o habilitando una solución para estos compatriotas? 


La última pregunta es si la Cancillería entiende que, más allá de los contactos informales que siempre están 
presentes, es oportuna o necesaria alguna gestión más formal de parte del Parlamento, para que realicemos 
como Comisión de Asuntos Internacionales, a efectos de posibilitar una mejor solución del tema. 


SEÑOR PEÑA FERNÁNDEZ.- Quiero complementar la pregunta de la señora Diputada respecto a a 
ese registro de los nuevos. Me gustaría saber si se está tomando en cuenta también a quienes están 
viajando en estos días. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero reconocer a la Cancillería y al Embajador Cancela que por suerte no 
es la primera vez que está en estas negociaciones. Recuerdo que en la Legislatura anterior él también 
encabezó las negociaciones con España, y esto cada día nos va aproximando positivamente al objetivo. 
Si miramos cómo estaba la situación unos años atrás, con nuestra persistencia y nuestras acciones 
hemos obtenido logros. Hay caminos formales e informales para llegar a los distintos ámbitos que aquí 
se planteaban. Tengo la impresión de que en tanto es una consulta del Estado español para unificación 
de criterios al Tribunal Supremo, no hay caso posible. Por lo tanto, la posibilidad de influir 
formalmente está cuasi descartada. Esto no quiere decir que no atendamos la sugerencia del señor 
Diputado Trobo en el sentido de cómo trasmitir por alguna vía -que siempre existe- la opinión. 


Tenemos dos capítulos. Uno es el de los que están, donde la discusión está en cuántos son; sabemos que hay 
10.651 personas registradas. El otro tema son los recién llegados, que no entrarían en los criterios de la ley 
vigente. Quienes fueron rechazados fue porque no cumplían con los requisitos mínimos establecidos en la 
ley. Quizás hoy, un tiempo después, algunos de ese grupo puedan estar ingresando en esa nueva categoría. 


Además, hay otra cantidad de gente, pero no tenemos cifras. Las centrales de los socialistas y los comunistas 
manejan una cifra muy inferior de la que nosotros tenemos con respecto a los uruguayos que están allá; hay 
otros que las exageran, pero no sabemos a ciencia cierta de qué universo estamos hablando. De todos modos 
es un universo duro. ¿En qué sentido? En el sentido de que estas personas no confían en entregar datos 
porque piensan que pueden servir -dentro de una visión perseguida- para que los servicios los ubiquen y los 
echen. Esa es la sensación de mucha gente. Piensan: si yo entrego mis datos, digo dónde vivo y dónde estoy, 
pueden venir a buscarme y me echan. 


El segundo caso es el de las personas que ingresan. En la situación que estamos, me parece que habría que 
buscar alguna salida para hacer menos violento el panorama de aquel que toman al azar y le preguntan a qué 
viene, etcétera. Habría que ver qué tipo de auxilio se les podría brindar. 


De todos modos, ¿está bien mantenerse en la posición del Tratado de 1870? Creo que a eso no se puede 
renunciar, máxime cuando hay de por medio un pronunciamiento jurisdiccional. Ya he dicho a muchos 
inmigrantes que no me importa el nombre de las cosas. Hay una discusión que los uruguayos estamos 
teniendo últimamente que me preocupa: que todo refiere a nombres. A mí los nombres me indican algo, pero 
no mucho; me interesan los contenidos. Si yo sé -eso fue lo que buscamos en el pronunciamiento de las 
Cortes españolas- que puede haber normas de ingreso, residencia y trabajo en la condición más favorable y 
eso se parece a lo de 1870, lo apruebo. 


SEÑOR CANCELA.- Hay algunas cosas que se han dicho aquí que me interesa destacar 
particularmente. 


El señor Diputado Trobo mencionaba hoy el hecho de no generar expectativas; creo que este es un punto muy 
importante. Como decía anteriormente, tenemos un compromiso de la Administración española de analizar 
caso por caso; ese es el verbo utilizado por las autoridades españolas. Esto ha sido instruido cuidadosamente 
a nuestros Consulados en el sentido de no generar falsas expectativas de que el registro implica una 
regularización o admisión automática por parte de las autoridades del Estado español. Esto es importante a 
los efectos de entender correctamente de qué estamos hablando. 


Con respecto a la mención del Tratado del 92, debo decir que no fue el centro de la argumentación jurídica 
española. No obstante, el Tratado fue mencionado en el juego de instrumentos jurídicos que contempla el 
Tratado de 1870, el canje de notas por supresión de visas y el Tratado del 92. Ellos interpretan que del juego 
de estos tres instrumentos jurídicos surge la remisión a las legislaciones nacionales. Pero es cierto que no 
hubo un hincapié particular en este último instrumento, si bien estuvo presente en la exposición general 
española. 


La señora Diputada Charlone preguntaba por el tiempo estimado del laudo. Según las previsiones y las 
expectativas, tanto del lado español como del nuestro, el laudo debía haber sido emitido más o menos en los 
días de mi llegada a Madrid; eso era lo que esperábamos. Lo que nos dijeron en esa oportunidad fue que se 
había demorado el laudo, y bastante, con respecto a las previsiones iniciales. O sea que no hay fechas ciertas 
pero tenemos un tiempo por delante antes de que el Tribunal pueda emitir su veredicto. 


En cuanto a las posibilidades de argumentar por Uruguay, retomo lo que expresaba recién el señor Diputado 
Pintado en el sentido de que este es un pedido que hace la Administración española al Tribunal Supremo, a 
través de lo que en el Derecho español se denomina un recurso de unificación de doctrina. Aquí no hay casos 
concretos; lo que va a hacer el Tribunal Supremo es unificar la doctrina de todos sus tribunales. Me refiero a 
la emisión de un veredicto que a partir de ese momento tiene fuerza obligatoria para los tribunales españoles 
de lo contencioso administrativo. Como decía, la Administración española señaló que tiene un carácter 
vinculante. Por lo tanto, no hay posibilidades formales de que Uruguay deduzca una pretensión o una 
posición en este proceso. 


Con respecto a la gente que viaja, efectivamente hay dos grupos de situaciones distintas. Por un lado tenemos 
a la gente que está residiendo allí y, por otro, la gente que puede estar ahora mismo bajando de un avión e 
ingresando por Barajas. La solución que mencionamos anteriormente refería al grupo de la gente que está en 
territorio español. En cuanto a la situación de este segundo grupo, diría que recién en la reunión empezamos a 
brindar algunas ideas, que serán fruto de un trabajo y desarrollo posterior. 


En aras de abundar y de contestar los otros aspectos que se plantearon, me gustaría pedir a la Mesa si es 
posible una suspensión de la toma de la versión taquigráfica a los efectos de brindar algún detalle adicional. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


Dejaré a disposición de la Comisión el comunicado conjunto que emitimos con las autoridades 
españolas con motivo de esta reunión en el que, en rasgos generales, se recoge lo que hemos estado 
debatiendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al Embajador Cancela su presencia en la Comisión. Creo que 
ha sido unánime el respaldo de todos a las gestiones realizadas. Como parlamentarios, expresamos 
nuestro compromiso de aportar, en la medida de nuestras posibilidades y de acuerdo con nuestros 
recursos, para que lleguemos a buen puerto en el objetivo que todos compartimos: encontrar la mejor 
de las soluciones para el ingreso, residencia y trabajo en la condición más favorable para los uruguayos 
en España. 


Nuevamente agradecemos al Embajador Cancela su disposición para venir a informarnos inmediatamente de 
ocurridos los hechos. 


(Se retira de Sala el Embajador José Luis Cancela) 
SEÑOR TROBO.- Quiero hacer un planteo. 


En el día de ayer se eligió el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. Creo que todos 
debemos sentir satisfacción ya que Uruguay ha sido elegido como miembro de ese Consejo, que es la nueva 
organización de las Naciones Unidas que va a analizar los temas vinculados a las violaciones de los derechos 
humanos. 


En consecuencia, para esta Comisión sería muy apreciable conocer cuál será la línea de acción que va a 
seguir la delegación uruguaya que va a integrar el Consejo de Derechos Humanos; seguramente, estaba 
expresada en la candidatura que presentó Uruguay. Nos gustaría conocer la visión de la Cancillería al 
respecto. 


Por otra parte, ayer Uruguay resultó electo porque hubo una elección. Quiere decir que, a su vez, Uruguay 
emitió su voto para que otros países integraran también el Consejo de Derechos Humanos de Naciones 
Unidas. La elección se hizo por voto secreto de todas las delegaciones en la Asamblea de Naciones Unidas. 
Evidentemente, Uruguay se debe de haber expresado en favor de candidaturas de países de la región y de 
fuera de la región. Nosotros no conocemos cuáles son los votos que Uruguay emitió; yo tengo alguna versión 
extraoficial. En consecuencia, hemos hecho un pedido de informes para conocer cuál es la posición de la 
Cancillería al respeto, qué instrucciones dio, qué países dispuso que había que votar y por qué razones. Nos 
parece muy importante contar con la versión directa, de parte del Canciller, de qué se ordenó votar a la 
delegación uruguaya y, obviamente, las razones por las cuales se eligieron esos candidatos para integrar el 
Consejo de Derechos Humanos. 


Por lo tanto, formalmente estoy planteando una convocatoria del señor Ministro de Relaciones Exteriores. 


Me consta -y me lo recordaba el señor Diputado Scavarelli- que ya hay una convocatoria solicitada por el 
señor Diputado Washington Abdala en la jornada pasada, que compartimos y votamos, pero como esa se 
refiere a otro tema e, inclusive, está planteada para que se realice junto con la Comisión Parlamentaria 
Conjunta, esta puede ser parte de esa convocatoria o de otra. 


Si la Comisión está de acuerdo en acompañar esta convocatoria, que se haga por la vía que sea, pero pediría 
que se hiciera lo antes posible porque me parece un hecho relevante el de ayer, es decir, que Uruguay integre 
la Comisión. Además, me gustaría conocer cuál ha sido la posición de nuestro país en lo que hace al voto a 
los demás integrantes de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos reiterado la solicitud por los temas anteriores, y creo que hay que 
agregar este. 


Tomaremos contacto con Cancillería para coordinar. Vamos a tratar de que sea una sola comparecencia y que 
tenga los temas bien delimitados. 


SEÑOR TROBO.- Me refiero a la integración de Uruguay como miembro de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas, la política a seguir, los votos emitidos por la delegación uruguaya en 
la Asamblea para la elección de los miembros del Consejo de los Derechos Humanos, los candidatos 
votados y las razones por las cuales fueron acompañados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado quiere quitarle el secreto al voto. 
(Hilaridad) 


SEÑOR TROBO.- No; lo que quiero es saber, porque por más que el voto sea secreto en la Asamblea 
de las Naciones Unidas, en el ámbito uruguayo no debe serlo, por lo menos para nosotros. Y si mañana 
no se puede saber de aquí para afuera lo que el Ministro dice, nosotros tenemos que saber qué es lo que 
hace Uruguay en materia de política exterior. 


SEÑOR PEÑA FERNÁNDEZ.- Creemos que se amplía la lista de los temas por la demora de la visita 
del Ministro a la Comisión y sería bueno que concurriera lo más rápido posible. Entendemos que los 
hechos de la última semana han sido importantes para el país y, obviamente, queremos conocer los 
detalles de la reunión que mantuvo nuestro Jefe de Estado, el Presidente de la República, y lo referente 
a las negociaciones de Uruguay con Estados Unidos. Asimismo, es necesario que la oposición conozca 
cuál es la posición del Gobierno, sobre todo, por las declaraciones del señor Ministro a la opinión 
pública. 


Creemos que es necesario que el señor Ministro de Relaciones Exteriores venga y explique cuál es la 
posición de Uruguay, porque vemos una posición disonante entre el Ministro de Relaciones Exteriores y el 
resto de los Ministros. Esto ha sido público en el día de ayer y en el día de hoy. Aparentemente, el Gobierno 
tiene una dirección pero el responsable de la política exterior del país no está tan convencido de la línea que 
el Gobierno tiene que seguir. Obviamente, esto nos preocupa muchísimo porque por este tipo de posiciones el 
país ha cometido errores importantes que nos han costado mucho a los uruguayos. 


Por lo tanto, consideramos que es importante agregar este pedido a la solicitud de concurrencia del señor 
Ministro. No sé si agregarlo a esa convocatoria que ya existe, solicitada por parte del señor Diputado 
Washington Abdala. Además, está el tema que planteó el señor Diputado Trobo. Creo que se hace 
indispensable la venida del señor Ministro. 


Queremos comunicar que vamos a plantear esto cuando concurra el señor Ministro. Entendemos que es 
imprescindible conocer no solo los pasos a seguir por parte del Gobierno sino también la opinión del 
Ministro acerca de este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay dos temas que hemos reiterado, que tienen que ver con la construcción 
de las plantas de celulosa -la versión oficial- y con el resultado de las negociaciones en Estados Unidos. 
A eso se agregaría -pueden ir juntos o separados, según la propuesta del señor Diputado Trobo- cuál 
será la política a seguir una vez electos como miembros del Consejo de Derechos Humanos de Naciones 
Unidas y cómo se emitió el voto en esa oportunidad. 


SEÑOR SCAVARELLI.- Quisiera hacer algunos comentarios. 


El primero es acerca de la dudosa conveniencia en Naciones Unidas de los votos secretos en la integración de 
los órdenes. Hay una vieja discusión en ese ámbito, igual que en la OEA. En los organismos multilaterales el 
voto secreto de un país es una de las cosas más peligrosas cuando se trata de integrar organismos que tienen 
competencia específica. Eso no quiere decir -como muy bien explicaba el señor Presidente- que el país que 


hace uso del voto secreto, porque así está reglamentado, luego no deba rendir cuentas en su escenario 
nacional. Por lo tanto, quiero respaldar claramente esta propuesta. 


El segundo tema es el siguiente. Como todavía queda tiempo por delante y esta es una Comisión con 
competencia específica, quiero dejar planteada la inquietud de que, si esta Comisión así lo entendiera, se 
haga saber al Poder Ejecutivo, por lo menos, la preocupación de quien habla con relación del acto del 24 de 
mayo en Fray Bentos, en el marco de la política internacional del país. Todavía nos quedan diez días por 
delante. La Comisión tendrá oportunidad de tratar este tema. No digo de hacerlo en este momento, pero 
solicito la conveniencia de que esta Comisión tome postura sobre ese punto porque en eso el país tiene que 
mantenerse muy junto, en eso estamos en una posición muy sólida y tememos que este tipo de 
emprendimientos termine afectando esa idea de seriedad y unidad nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin hacerme cómplice de la argumentación del señor Diputado Scavarelli ni 
contradecirla porque es un tema acerca del cual todos tenemos que reflexionar, si les parece bien a los 
colegas podríamos enviar a Cancillería esta segunda parte de la versión taquigráfica junto con la 
nueva nota, porque cumple el doble efecto: que su preocupación quede registrada tal cual la manifestó, 
y además incluye los dichos de los señores Diputados Trobo y Peña Fernández. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


